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Álvaro Peña Avalos, Diputado integrante del Grupo Parlamentario Partido 

Verde Ecologista de México, en ejercicio de las facultades que al cargo me confiere 

el artículo 49 fracción I de la Constitución Política del Estado de Nayarit, someto a 

la consideración de esa Honorable Legislatura, la Iniciativa de Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, en materia de disciplina 

financiera y combate a la corrupción, de conformidad con la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

Disciplina financiera. 

El 26 de mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 

Decreto de reforma y adición de diversos artículos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de disciplina financiera de las entidades 

federativas y los municipios. En dicho decreto se estableció de manera imperativa 

la obligación de las entidades federativas para realizar las adecuaciones pertinentes 

en la legislación local a efecto de implementar el nuevo Sistema de Disciplina 

Financiera. 



Tales reformas tienen por finalidad propiciar la ejecución del principio de la 

estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero, estableciendo normas 

en materia de deuda pública, responsabilidades de los servidores públicos, 

programación y presupuesto, así como de la fiscalización de los recursos obtenidos 

a través del endeudamiento público. 

En ese contexto, para realizar dicha armonización se cuenta con un plazo de 180 

días contados a partir de que entre en vigor la Ley reglamentaria de la fracción XXIX-

V del artículo 73 de la Norma Fundamental Federal, en materia de responsabilidad 

hacendaria. 

Cabe resaltar que se previó que para emitir dicha reglamentación el Legislativo de 

la Unión, tenía 90 días naturales contados a partir de que entrara en vigor la reforma 

Constitucional que nos ocupa. 

En ese tenor, se ha de destacar que el plazo para que el congreso federal emitiera 

la legislación reglamentaria que nos regiría a los Estados, venció el 25 de agosto de 

2015, sin que hasta esa fecha se emitiera la misma; sin embargo, el pasado 27 de 

abril de 2016, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que 

se expide la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 

Municipios, y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de las leyes 

de Coordinación Fiscal, General de Deuda Pública y General de Contabilidad 

Gubernamental. 

En razón de lo anterior, el plazo de los 180 días para realizar las reformas 

necesarias para armonizar la legislación local, comenzó a correr el 28 de abril del 

presente año y vence el 25 de octubre del mismo. 

Así pues, debe tomarse en consideración que la reforma aprobada por el Legislativo 

Federal, tiene como finalidad propiciar el adecuado y correcto manejo de las 



finanzas públicas, mantenerlas sanas, limitando el uso de los recursos obtenidos 

por endeudamiento público, así como estableciendo la responsabilidad de los 

servidores que manejen estos recursos. Tal medida fomentará la transparencia en 

la rendición de cuentas, combatiendo de esa manera, la opacidad y la corrupción. 

Es por tanto, que nuestro Estado tiene la obligación de responder de forma 

inmediata ante los mandatos de la Carta Magna Federal, y por tanto, armonizar la 

Ley fundamental de Nayarit con ésta, como documento rector de la vida y 

organización estatal. 

Cuestión que en este momento es posible, puesto que las constituciones tienen la 

característica de ser generales y abstractas, y la reforma federal plantea que las 

Entidades Federativas repliquemos las disposiciones obligatorias que se 

establecieron en la Constitución del País, para que posteriormente, con apoyo de la 

ley reglamentaria recién expedida, se adecúe detalladamente nuestra legislación 

ordinaria. 

En ese tenor, teniendo sustento en el régimen federal adoptado por la República 

Mexicana, nuestro Estado tiene el deber de adecuar su norma constitucional, y 

prever las medidas implementadas como parte del proceso de la armonización 

contable. 

En ese contexto, se propone realizar la modificación del artículo 47, fracciones XIV 

y XXVI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, a efecto 

de que, con la facultad de esa Honorable Legislatura para aprobar las leyes de 

ingresos de los municipios, revisar y fiscalizar sus cuentas públicas, se,contemple 

la revisión y fiscalización de la deuda pública. 

En virtud de la dinámica jurídica que opera en la federación y que impacta en los 

estados, se considera conveniente cambiar la denominación del "Órgano de 

Fiscalización Superior del Estado" ha "Auditoría Superior del Estado", por lo que 



todas las referencias que se hagan en la presente exposición, a éste ente, se 

entenderán como sinónimos; por lo que, resulta indispensable realizar 

modificaciones a los artículos 47, fracciones XXVI, XXVI-A, XXVI-B, 58, 60, 114, 

121, 121 Bis, 123 fracciones III y IV, 127 fracción I, y 133 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Nayarit. 

Consecuentemente, es necesaria la reforma del artículo 121 de la Constitución 

Local, en el sentido de dotar a la ahora, Auditoría Superior del Estado, como ente 

ejecutor de la atribución fiscalizadora del Congreso del Estado, de la facultad de 

revisar al Estado y sus municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda 

pública. 

Otra modificación al texto constitucional, deriva en el artículo 122, en el sentido de 

ampliar el catálogo de servidores públicos sujetos a responsabilidad, para que 

queden comprendidos dentro de estos, aquellos que manejen indebidamente los 

recursos públicos y la deuda pública. 

En síntesis, respecto a la implementación del Sistema de Disciplina Financiera, se 

propone lo siguiente: 

a) Que son atribuciones de la Legislatura: 

Además de aprobar las leyes de ingresos de los municipios, revisar y 

fiscalizar sus cuentas públicas, También revisar y fiscalizar la deuda 

pública y otorgamientos de garantías por empréstitos. 

Autorizar al Ejecutivo para gravar, enajenar y ceder los bienes del 

Estado, así como contraer obligaciones a nombre del mismo. En 

materia de deuda pública, mediante el voto de las dos terceras partes 

de sus miembros presentes autorizará los montos máximos para, en 

las mejores condiciones del mercado, se contraten empréstitos y 



obligaciones, previo análisis de su destino, capacidad de pago y en 

su caso, el otorgamiento de garantía o el establecimiento de la fuente 

de pago. 

Fiscalizar las cuentas públicas del año anterior de todos los caudales 

del estado y de los municipios con el objeto de evaluar los resultados 

de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios 

señalados por los presupuestos y verificar el cumplimiento de los 

objetivos contenidos en los programas. Así mismo, deberá fiscalizar 

las acciones del Estado y sus municipios en materia de fondos, 

recursos locales y deuda pública. 

Establecer que los Estados y Municipios podrán contratar obligaciones para 

cubrir sus necesidades de corto plazo, sin rebasar los límites máximos y 

condiciones que establezca la ley general que expida el Congreso de la 

Unión. Las obligaciones a corto plazo, deberán liquidarse a más tardar tres 

meses antes del término del periodo de gobierno correspondiente y no 

podrán contratarse nuevas obligaciones durante esos últimos tres meses. 

Señalar que el Estado y los Municipios no podrán contraer obligaciones o 

empréstitos sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas y a 

su refinanciamiento o reestructura, mismas que deberán realizarse bajo las 

mejores condiciones del mercado, inclusive los que contraigan organismos 

descentralizados, empresas públicas y fideicomisos y, en el caso del Estado, 

adicionalmente para otorgar garantías respecto al endeudamiento de los 

Municipios. 

Puntualizar que en ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto 

corriente. 



e) Que el Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema 

financiero para coadyuvar a generar condiciones favorables para el 

crecimiento económico y el empleo. Así como que el Plan Estatal de 

Desarrollo deberá observar dicho principio. 

fi Que la Auditoría Superior del Estado tendrá a su cargo el fiscalizar las 

acciones del Estado y sus municipios en materia de fondos, recursos locales 

y deuda pública. 

Que los servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de 

recursos públicos y la deuda pública. 

Que el Estado se ajustará a lo que disponga la Ley reglamentaria en materia 

de responsabilidad hacendaria aplicable a las Entidades Federativas y los 

Municipios que deberá expedirse en términos de la fracción XXIX-W del 

artículo 73 constitucional. 

Lo anterior, en razón de lo expuesto precedentemente y al tenor del proyecto que 

se adjunta. 

Sistema Anticorrupción. 

Se ha de resaltar, que la sociedad ha determinado, en el uso de su soberanía, que 

el Gobierno se encargue de los tópicos más sentidos y prioritarios de la vida de las 

personas, como lo son la paz, la seguridad y la justicia, por ende, los servidores 

públicos que forman parte de la estructura organizacional del Estado, deben 

conducirse de la mejor forma posible, para cumplir con los mandatos del pueblo. 

Es por ello, que deben observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, 

los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia. 



Lo anterior, significa que el servidor público debe cumplir con la máxima diligencia 

lo que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 

suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de 

un empleo, cargo o comisión; asimismo, debe realizar lo mandatado por la ley sin 

obtener o pretender obtener beneficios adicionales a las contraprestaciones 

comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de su función, sean para 

él o para terceros. 

Con lo anterior, se pretende evitar la corrupción. Término que es utilizado para 

designar una situación en la cual el servidor público obtiene de manera ilegal, para 

sí o para terceros a quienes desea favorecer, beneficios de carácter material, 

ventajas o prebendas. Los actos de corrupción suelen clasificarse en cohecho, 

tráfico de influencias, soborno, concusión, enriquecimiento ilícito, ejercicio indebido 

del servicio público, uso indebido de atribuciones y facultades, abuso de autoridad, 

coalición de servidores públicos, delitos cometidos contra la administración de 

justicia, revelación de secretos, fraude o violación de garantías constitucionales, 

entre otros.' 

En ese sentido, el servicio público trae consigo una gran responsabilidad que implica 

actuar conforme las leyes lo mandatan; es decir, vigilar a las autoridades para 

prevenir, detectar y sancionar las responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, asimismo, vigilar la fiscalización y el control de recursos públicos. 

Sin embargo, el tópico de la corrupción en México y en el mundo, es muy delicado, 

puesto que a nivel mundial se han evidenciado distintas situaciones que aparejan 

corrupción desde cualquier círculo social, ya sea en la política, en el deporte, la 

televisión, el cine, etcétera, pero también con el apoyo de algunos particulares a las 

actividades gubernamentales. 

1  Martínez Morales, Rafael I. Diccionarios Jurídicos Temáticos. Derecho Burocrático. 
Volumen 5. 2a Edición, ed. Oxford. Pág. 31. 



Lo anterior se ve reflejado en el indice de Percepción de la Corrupción (IPC) que 

presentó Transparencia Internacional a finales de 2014, que incluyó a 175 países, 

entre ellos al nuestro, que ocupó el lugar 106 del índice de corrupción; lo que 

significa que se hace necesario redoblar esfuerzos en el establecimiento de 

medidas institucionales tendientes a prevenir, detectar y sancionar las conductas 

relacionadas con actos de corrupción en los diversos órdenes de gobierno. 

En ese contexto, de conformidad con la Encuesta Nacional de Calidad e impacto 

Gubernamental, el 88.6% de los mexicanos estima que la corrupción es prevalente 

en los partidos políticos y el 91.8% considera lo mismo de la policía; asimismo, las 

agencias del Ministerio Público ocupan el tercer lugar en la percepción de 

corrupción; además el 35.2% consideró que el grado de incidencia de esas prácticas 

es "muy frecuente". 

Cabe señalar que el organismo de Transparencia Mexicana reportó que para la 

conformación del índice Nacional de Corrupción, en el 2010, al menos 200 millones 

de actos de corrupción para acceder a 35 trámites y servicios monitoreados. 

Además, remarcó que diez de cada cien ocasiones en que se realizó un trámite o 

se accedió a un servicio público, las familias mexicanas pagaron sobornos; 

rebasando los 32 mil millones de pesos esta forma de corrupción, representando 

165 pesos por cada hogar por el uso de servicios públicos otorgados por 

autoridades federales, estatales, municipales y por particulares. 

También los datos del Banco de México, en términos económicos, se estima que la 

corrupción cobra lo equivalente al 9% del Producto Interno Bruto (PIB), lo que 

resulta ser aproximadamente 113 mil millones de dólares. 

Así pues, la corrupción tiene consecuencias altamente negativas en todos los 

aspectos de la vida cotidiana de los mexicanos y particularmente de los nayaritas, 

como son los siguientes: 



Obstruye los objetivos de eficiencia, eficacia y efectividad de cualquier 

reforma estructural; 

Ineficiente ejecución de políticas sociales; 

Afecta negativamente la productividad y el crecimiento económico 

programado a largo plazo; 

Afecta severamente al sector de la población, que se encuentra en un rango 

de menor percepción económica, elevando la desigualdad social; 

Propicia la venta de activos públicos subvaluados a los particulares 

eliminando el patrimonio del erario nacional; 

O Origina el inadecuado ejercicio de la programación y asignación del gasto 

público; 

Provoca un panorama de informalidad, poca responsabilidad y nula 

competitividad entre el sector privado; y 

Desalienta la confianza de la inversión extranjera en nuestro país. 

En resumen, la corrupción genera deficiencias en la aplicación de la ley, en el trato 

entre instituciones estatales y la ciudadanía, gobernantes-gobernados, en el acceso 

al poder judicial, a un proceso justo y en el desarrollo económico y social. 

Por lo todo lo anterior, la necesidad de crear un Sistema Nacional Anticorrupción, 

se advierte pertinente e indispensable para nuestro país; mismo que se verá 

fortalecido con los sistemas estatales que también impulsarán el combate a la 

corrupción. 

En ese contexto, el 27 de mayo de 2015, fue publicado el Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Combate a la Corrupción; mismo 

que tiene por objeto crear un Sistema Nacional Anticorrupción. 



Para la configuración de dicho sistema, el constituyente mandató que el Congreso 

de la Unión emitiera las leyes que establecen las bases de coordinación del Sistema 

Nacional Anticorrupción, entre las autoridades de los tres órdenes de gobierno, 

codificando además, en un solo ordenamiento las conductas que constituyen 

responsabilidades administrativas y que, en tal virtud, son susceptibles de sanción; 

también las que regulan la organización y facultades de la Auditoría Superior de la 

Federación, así como para normar la gestión, control y evaluación de los Poderes 

de la Unión y de todos los entes públicos federales; las que establecen el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, así como su organización, funcionamiento y 

recursos jurídicos para impugnar sus resoluciones; las que establecen las 

atribuciones de la secretaría del Poder Ejecutivo Federal responsable del control 

interno del mismo, y; las que desarrollan las atribuciones de la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción 

En tal contexto la reforma impactó en la normativa de las entidades federativas, al 

disponer que cada Estado debe replicar el sistema anticorrupción, por lo que es 

necesario hacer las adecuaciones pertinentes para compatibilizar la legislación local 

actual, con la aprobada en el ámbito federal. 

En ese tenor se señaló en el artículo transitorio primero del decreto en cita, entraría 

en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación; sin 

embargo, puntualizó diversas excepciones a la vigencia de dicha enmienda. 

Así pues, se otorgó un plazo de un año contado a partir del día siguiente a la entrada 

en vigor del Decreto de reforma en comento, para que el Congreso de la Unión, 

aprobara las leyes generales que se derivaron de dicha enmienda constitucional. 

En ese contexto, se dispuso que el Congreso de la Unión, las Legislaturas de los 

Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, expidieran las leyes y realizaran las adecuaciones 



normativas correspondientes, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la 

entrada en vigor de las leyes generales que se proponen en dicha reforma. 

Cabe destacar que el plazo para que el Congreso de la Unión, aprobara las leyes 

reglamentarias del Sistema Nacional Anticorrupción, (mismas que son marco para 

la implementación del Sistema Local Anticorrupción), venció el 28 de mayo de 2016, 

y de haberse aprobado la referida normativa federal, la legislatura local tenía hasta 

el 29 de noviembre de 2016 para armonizar nuestro marco jurídico Estatal. 

No obstante, la federación no cumplió en tiempo con la expedición de las leyes 

generales, empero, el pasado 18 de julio del año en curso, fueron publicadas en el 

Diario Oficial de la Federación, la normativa en cometo, por lo que el Congreso del 

Estado tiene hasta enero de 2017 para armonizar de conformidad con lo dispuesto 

en el Decreto Constitucional, sin embargo, el paquete de leyes reglamentarias, 

estipularon un nuevo plazo para adecuar las disposiciones locales 

correspondientes, siendo éste el de un año a partir de la entrada en vigor, por lo que 

actualmente, el plazo se nos vence en julio de 2017. 

En tal contexto, el suscrito considera que la materia del combate a la corrupción es 

prioritaria en un Estado Constitucional y Democrático de Derecho, puesto que su 

regulación eficaz contribuye a la satisfacción de las necesidades de la sociedad y 

logra una mayor eficiencia en el ejercicio del gasto público, reduzca los niveles de 

impunidad y consolide una verdadera democracia al fortalecer la trasparencia y la 

rendición de cuentas. 

Así pues, el documento rector de la vida y organización de la sociedad nayarita es 

la Constitución Política del Estado Libre y soberano de Nayarit, mismo del que se 

desprende toda nuestra normativa local y de la que emanan los mandatos más 

sentidos y conocidos por la población de nuestra Entidad Federativa. 



En ese contexto, es necesario armonizar las disposiciones constitucionales del 

Estado con las que ha dispuesto el constituyente en la Carta Magna Federal, pues 

así se consolida nuestro marco jurídico y se coadyuva en la erradicación de la 

corrupción en Nayarit y el resto del país. 

Es por lo expuesto, que la iniciativa que nos ocupa, respecto al Sistema Estatal 

Anticorrupción, contempla diversos grandes temas con su regulación más detallada, 

como son los siguientes: 

1) Sistema Estatal Anticorrupción: 

Plasmar que el Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de 

coordinación entre las autoridades de los órdenes de gobierno 

competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y 

control de recursos públicos. 

Referir que para el cumplimiento de dicho Sistema Estatal Anticorrupción 

se sujetarán a las siguientes bases mínimas: 

Debe contar con un Comité Coordinador que estará integrado por 

los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción; de la secretaría del 

Ejecutivo Estatal responsable del control interno; por el presidente 

del Tribunal de Justicia Administrativa; el presidente del ITAI; así 

como por un representante del Consejo de la Judicatura Estatal y 

otro del Comité de Participación Ciudadana. 

El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá 

integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su 

contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el 

combate a la corrupción y serán designados en los términos que 

establezca la ley, y 



C. Que corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los 

términos que determine la Ley lo que a continuación versa: 

El establecimiento de mecanismos de coordinación con los 

sistemas municipales; 

El diseño y promoción de políticas integrales en materia de 

fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, 

control y disuasión de faltas administrativas y hechos de 

corrupción, en especial sobre las causas que los generan; 

La determinación de los mecanismos de suministro, 

intercambio, sistematización y actualización de la 

información que sobre estas materias generen las 

instituciones competentes de los órdenes de gobierno; 

El establecimiento de bases y principios para la efectiva 

coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno 

en materia de fiscalización y control de los recursos públicos; 

La elaboración de un informe anual que contenga los 

avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la 

aplicación de políticas y programas en la materia. 

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no 

vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten 

medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la 

prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, 

así como al mejoramiento de su desempeño y del control 

interno. 

Las autoridades destinatarias de las recomendaciones 

informarán al Comité sobre la atención que brinden a las 

mismas. 



2) Fortalecer las facultades de fiscalización de la Auditoría Superior del 

Estado. 

Desincorporar los principios de anualidad y posterioridad del ejercicio de 

la fiscalización. 

Señalar que la Auditoría Superior del Estado, podrá iniciar el proceso de 

fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin 

perjuicio de que las observaciones o recomendaciones que, en su caso 

realice, deberán referirse a la información definitiva presentada en la 

cuenta pública. 

Señalar que se fiscalizarán los mandatos públicos y privados. 

Eliminar lo relativo al principio de posterioridad, y a las situaciones 

excepcionales o extraordinarias, para que derivado de denuncias y previa 

autorización que del titular de la Auditoría Superior del Estado pueda 

revisar el ejercicio fiscal en curso y ejercicios anteriores. 

Eliminar la facultad de la Auditoría Superior del Estado de fincar 

responsabilidades a los entes fiscalizables y en su lugar disponer que 

derivado de sus investigaciones promueva las responsabilidades 

procedentes ante el tribunal administrativo y la fiscalía especializada. 

Modificar lo concerniente al Informe del Resultado por el Informe General 

Ejecutivo, y agregar los informes individuales, así como ampliar los plazos 

de entrega. 

Señalar que dichos informes tendrán el carácter de público y que incluirán 

como mínimo el dictamen de su revisión. 

Establecer que los informes individuales de auditoria que entregue la 

Auditoría Superior del Estado a la Cámara de Diputados, deberán ser 

respecto de la situación que guardan las observaciones, 

recomendaciones y acciones promovidas. 

Plantear que en el caso de las recomendaciones, los entes fiscalizables, 

deberán precisar ante la Auditoría Superior del Estado las acciones 

emprendidas. 



Señalar que en los informes que la Auditoría Superior del Estado entregue 

al congreso deberá incluir los montos efectivamente resarcidos a la 

Hacienda Púbica Estatal o al patrimonio de los entes locales, como 

consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales y 

los procedimientos iniciados ante el tribunal administrativo. 

Eliminar la facultad de la Auditoría Superior del Estado de determinar los 

daños y perjuicios que afecten a las haciendas públicas estatales y 

municipales, o al patrimonio de los sujetos fiscalizables y fincar 

directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones 

pecuniarias correspondientes, para en su lugar sólo establecer su 

potestad de promover las responsabilidades. 

14.Derogar lo relativo a que las sanciones y demás resoluciones de la 

entidad de fiscalización superior de la Federación podrán ser impugnadas 

por las entidades fiscalizadas y, en su caso, por los servidores públicos 

afectados adscritos a las mismas, ante la propia entidad de fiscalización. 

15.Modificar la referencia que se hace de la justicia contenciosa-

administrativa, para dejar sólo justicia administrativa. 

Instituir que la Auditoría Superior del Estado deberá fiscalizar las acciones 

del Estado y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda 

pública y que los informes de auditoría tendrán carácter público. 

Establecer que la cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la 

Asamblea Legislativa a más tardar el 30 de abril. Este plazo, así como los 

establecidos para la presentación de las iniciativas de la ley de ingresos 

y del proyecto del presupuesto de egresos, solamente podrán ser 

ampliados cuando se formule una solicitud del Ejecutivo suficientemente 

justificada a juicio del Congreso. 

3) Nuevo régimen de responsabilidades. 



18. Cambiar la denominación del Título Octavo, Capítulo Único para adicionar 

lo relativo a las Responsabilidades de los Particulares Vinculados con 

Faltas Administrativas Graves o Hechos de Corrupción. 

19.Establecer que los servidores públicos estarán obligados a presentar, 

bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses 

ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley. 

20.Enmendar lo concerniente a que la Ley Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de Nayarit, fijará las normas conducentes 

a sancionar, para armonizarlo en el sentido que ya es facultad exclusiva 

del congreso emitir la Ley General, por lo que la local se debe ajustar a 

sus lineamientos. 

21.Plantear que los particulares que incurran en hechos de corrupción 

también serán sancionados por la comisión de delitos. 

22.Señalar en qué consistirán las sanciones que se le apliquen a los 

servidores públicos por actos u omisiones que afecten los principios del 

servicio público. 

23.Establecer lo relativo a que las faltas administrativas graves serán 

investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los 

órganos de control interno o por sus homólogos en los municipios y que 

serán resueltas por el Tribunal Administrativo. 

24.Asimismo, señalar que las demás faltas y sanciones administrativas, 

serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control. 

25.Puntualizar que la investigación y substanciación y sanción de las 

responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial se 

observará lo dispuesto en el artículo 85. 

26. Referir que la ley se armonizará con lo dispuesto por la federación para 

establecer el procedimiento para impugnar la clasificación de las faltas 

administrativas como no graves, que observen los órganos de control 

interno. 



27. Señalar que la Ley establecerá los supuestos y procedimientos para 

impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, 

que realicen los órganos internos de control. 

4) Órganos Internos de Control: 

28.Señalar que los organismos constitucionalmente autónomos deben 

contar con un órgano de control interno. 

Establecer que los entes públicos Estatales, tendrán órganos de control 

interno con las facultades que determine la ley para 'revenir, corregir e 

investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades 

administrativas; para sancionar aquellas distintas a las que son 

competencia de la Sala administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, 

custodia y aplicación de recursos públicos federales y participaciones 

federales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que 

pudieran ser constitutivos de delito ante Fiscalía Especializada en 

Combate a la Corrupción a que se refiera la Carta Magna Local. 

Regular que los entes públicos estatales y municipales, contarán con 

órganos internos de control, que tendrán, en su ámbito de competencia 

local, las atribuciones a que se refiere el numeral anterior. 

5) Fortalecimiento de la justicia administrativa: 

31.Desincorporar la justicia administrativa del Poder Judicial y en su lugar 

crear un Tribunal autónomo. Acatar el mandato de que el Estado deberá 

instituir un Tribunal de Justicia Administrativa, dotado de plena autonomía 

para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, 

procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. Mismo 

que tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la 

administración pública local y municipal y los particulares; imponer, en los 

términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos 



locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los 

particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas 

graves; así como fincar a los responsables el pago de las 

indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 

perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al 

patrimonio de los entes públicos locales o municipales. 

32.Señalar que el Tribunal de Justicia Administrativa impondrá a los 

particulares que intervengan en actos vinculados con faltas 

administrativas graves, con independencia de otro tipo de 

responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitar para participar 

en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el 

resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda 

Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. 

Disponer que las personas morales serán sancionados en los términos 

aludidos cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves 

sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o 

representación de la persona moral yen beneficio de ella. También podrá 

ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la 

sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que 

causen perjuicio a la hacienda Pública o a los entes públicos federales, 

locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio 

económico y se acredite participación, de vigilancia o de sus socios, o en 

aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera 

sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en esos 

supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 

Referir que las leyes establecerán los procedimientos para la 

investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u 

omisiones. 



Establecer que en el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos 

responsables de la investigación y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las 

disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia 

fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, 

ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los 

procedimientos para que les sea entregada dicha información. 

Puntualizar que la Auditoría Superior del Estado y la Secretaría del 

Ejecutivo Local responsable del control interno, podrán recurrir las 

determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción 

y del Tribunal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo previsto 

en la propia Constitución. 

Eliminar del ARTÍCULO 105 lo relativo a la materia contenciosa y dejar 

sólo lo administrativo, asimismo, señalar que las leyes que rigen al Poder 

Judicial y la materia administrativa, se ajustarán a lo dispuesto en las 

leyes generales. para su organización, funcionamiento, procedimiento y 

los recursos contra sus resoluciones. 

Establecer que el Tribunal de Justicia Administrativa, será el competente 

para imponer las sanciones a los servidores públicos por las 

responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a 

los servidores públicos que participen en actos vinculados con dichas 

responsabilidades, así como fincar a los responsables el pago de las 

indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 

perjuicios que afecten la hacienda pública federal o al patrimonio de los 

entes públicos federales. 

Homologar el procedimiento de elección y designación. 

6) Fiscalía Especializada. 

38. Instituir la fiscalía especializada en combate a la corrupción. 



7) Plazo de prescripción: 

39. Establecer que en los actos u omisiones que fuesen graves los plazos de 

prescripción no serán inferiores a siete años. 

8) Régimen transitorio. 

40. Establecer que la reforma entrará en vigor en los tiempos que marca la 

federación. 

41.Señalar la expedición de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa; 

Puntualizar que el Congreso del Estado deberá, en el ámbito de su 

competencia, expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas 

correspondientes, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la 

entrada en vigor de las leyes generales a que se refiere el Segundo 

Transitorio del Decreto de la reforma federal en materia de combate a la 

corrupción. 

Plasmar que en tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el 

Sistema Nacional Anticorrupción que nos ocupa, continuará aplicándose 

la legislación local vigente en materia de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos, así como de fiscalización y 

control de recursos públicos. 

Especificar que La ley reglamentaria del artículo 127 Constitucional, 

reformado por virtud del presente Decreto, se entenderá referida al último 

párrafo del artículo 123 Constitucional. 

Con base en lo anterior, se puede advertir que esta iniciativa, en cuanto al combate 

a la corrupción se refiere, se ocupa de tocar todos los temas de fondo y no sólo los 

de coordinación de las actividades del sistema nacional con el local, sino, de 

derecho penal al crear la fiscalía especializada en combate a la corrupción; de 

derecho fiscal al fortalecer las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado; de 

derecho civil, al crear el Comité de participación ciudadana; de derecho 



administrativo al dotar de mayores atribuciones al ente administrativo que resolverá 

los asuntos en materia de corrupción; así como lo concerniente a las sanciones de 

los particulares que participen en actos ilícitos, entre otros. 

En ese contexto, se pretende que el combate a la corrupción se vea blindado desde 

todos los ámbitos relacionados, a efecto de que ninguna conducta quede impune; 

además con las actividades de los comités de coordinación y de participación 

ciudadana se pretende prevenir la corrupción. 

Lo que precede debido a que el sistema jurídico actual en materia de combate a la 

corrupción se encuentra desarticulado y resulta ineficiente para prevenir, investigar 

y sancionar dicha conducta; por tanto, es fundamental para combatir la corrupción 

y la ineficiencia administrativa, una adecuación constitucional que siente las bases 

de un nuevo orden jurídico tendiente a su erradicación. 

Por su parte ambos sistemas, tanto el de Disciplina Financiera como el de 

Anticorrupción, coadyuvarán a combatir frontalmente la corrupción y el 

endeudamiento indiscriminado, mediante la modernización de nuestras 

instituciones políticas y sociales, reflejando la eficiencia y eficacia de las políticas 

públicas y del sistema de impartición de justicia. Asimismo, se cumpliría de forma 

cabal con lo establecido en los Tratados Internacionales que México ha suscrito en 

estas materias. 

Reintegración de la Sala Constitucional y temporalidad de la Presidencia del 

Tribunal. 

El día 10 de junio de 2016 se publicó en el Periódico Oficial del Estado el decreto 

de reforma constitucional en materia política-electoral, a partir del cual se creó el 

Tribunal Estatal Electoral que habrá de conocer de los litigios de esa índole que se 

le presenten. Como consecuencia connatural a ello, el Poder Judicial, y más 

concretamente la Sala Constitucional, pierde la competencia electoral. 



Ahora bien, en la presente iniciativa se proyecta la creación del Tribunal de Justicia 

Administrativa como ente autónomo a cualquiera de los poderes públicos, lo que, 

por igual, implica extraer esa jurisdicción del Poder Judicial del Estado, cuyo 

conocimiento esta encomendado a la Sala Constitucional. 

Con motivo de esta y de la anterior reforma constitucional, la referida Sala 

Constitucional cuya integración es de cinco magistrados, pierde las competencias 

que hoy en día nutren el grueso de los asuntos que le corresponden tramitar y 

resolver. 

Ciertamente este órgano jurisdiccional conservará sus atribuciones para conocer de 

los temas constitucionales, lo que implica seguir conservando a una Sala que los 

atienda; sin embargo, dada la poca demanda en el planteamiento de este tipo de 

asuntos, resulta impostergable replantear su integración. 

Por ello, se propone reformar el segundo párrafo del artículo 91 de la Constitución 

del Estado, en donde se prevea que la Sala Constitucional se integrará por el 

Presidente del tribunal quien la presidirá, y por los presidentes de las salas 

colegiadas. 

De ese modo, la Sala Constitucional tendrá un funcionamiento permanente, más su 

colegiación en Pleno tendrá lugar cuando hayan de discutirse y resolverse asuntos 

relaciones con esta competencia. 

En otro orden de ideas, se propone modificar la temporalidad al frente de la 

Presidencia del Tribunal Superior de Justicia en atención a los siguientes 

razonamientos. 

Uno de los pilares fundamentales del constitucionalismo y la democracia mexicana, 

es el principio republicano reconocido en el artículo 40 de la Constitución General 

en el que subyace el mandato de que la titularidad de los órganos del poder público 



se renueve periódicamente. Naturalmente que el Poder Judicial de los Estados no 

escapa a este principio constitucional. 

En el año 2009 cuando se reestructuró el número de magistrados del Poder Judicial, 

fue ocasión para establecer, de manera plausible, que el Tribunal Superior de 

Justicia nombraría a uno de sus miembros como Presidente (que a la vez es el 

Presidente del Consejo de la Judicatura) para un único periodo de cuatro años. 

Posteriormente, el 5 de abril de 2014 se publicó una nueva reforma al artículo 86 de 

la Constitución Local, para establecer la posibilidad de que el presidente pudiera ser 

reelecto por otro periodo de cuatro años. 

Pues bien, para este iniciador seguir conservando el periodo de 4 años y la 

posibilidad de ser reelecto por un periodo igual, trae implícita la limitación para que 

otros magistrados adquieran tan relevante responsabilidad de conducir los destinos 

de una institución cuya principal obligación es brindar justicia imparcial a la 

población. 

Esta afirmación encuentra sentido si se tiene en consideración que el cargo de un 

magistrado es de diez años, por lo que una eventual designación y ratificación como 

presidente del Tribunal, supondría que el resto de sus pares quedaran 

imposibilitados para aspirar siquiera a ocupar la presidencia, pues el periodo de 

designación ya no les alcanzaría para desempeñar esa encomienda. 

Es incuestionable que quien ha sido distinguido con la magistratura goza de los 

atributos morales e intelectuales para dirigir una institución tan importante para la 

prevalencia del estado de derecho. 

Por estas razones, se propone reformar el artículo 86 de la Constitución Política del 

Estado, a fin de establecer que la designación de Presidente del Tribunal será cada 

tres años con posibilidad de reelección para un periodo igual. 



Consideramos que tres años es un periodo razonable que permite voltear al pasado 

y evaluar qué es lo que objetiva y subjetivamente se está haciendo bien y qué otras 

cosas es preciso mejorar o erradicar. 

Por estas razones es que se considera pertinente modificar el período de la 

presidencia a tres años. 

Régimen transitorio de la adición. 

La reforma al segundo párrafo del artículo 91 constitucional, conlleva la necesidad 

de establecer un régimen transitorio para su debida operatividad. 

En el entendido que tanto el Tribunal Electoral como el Administrativo iniciarán 

funciones en un plazo perentorio, es necesario prever en artículos transitorios, lo 

siguiente. 

Que la reforma al numeral 91 de la Constitución local entrará en vigor 

armónicamente en la fecha en que el Senado de la República determine la 

integración e inicio de funciones del Tribunal Estatal Electoral. 

La obligación a cargo del Congreso del Estado para que antes de la entrada en 

vigor, lleve a cabo las reformas necesarias a la Ley Orgánica del Poder Judicial, a 

efecto de compatibilizarla con la presente enmienda. 

Finalmente, es lógico suponer que esta reforma al artículo 91 implicará la necesaria 

readscripción de los magistrados que actualmente conforman la Sala 

Constitucional. 

Por otra parte, en alcance a la reforma al artículo 91, segundo párrafo, en donde se 

dispone que la Sala Constitucional se integrará por el presidente del Tribunal 



Superior de Justicia y por los presidentes de las salas colegiadas, es necesario 

establecer en disposiciones transitorias la pertinencia de que se integre otra sala 

colegiada y otra unitaria que entren en auxilio de las hasta ahora conformadas, 

según las cargas laborales del Poder Judicial, ello en razón de que cuatro de los 

magistrados que actualmente integran aquélla sala deberán ser re-adscritos ante la 

nueva conformación de la citada sala constitucional. 

De ese modo, la Sala Constitucional se integrará por el Presidente del Tribunal y 

por los presidentes de las Salas Penal, Civil, Mixta y quien presida la nueva Sala 

colegiada auxiliar a integrarse. 



En mérito de lo expuesto y debidamente fundado, estando en ejercicio de las 

funciones que se me confieren, me permito someter a consideración de esta 

Honorable Soberanía Popular, la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Nayarit, en materia de disciplina financiera y 

combate a la corrupción, al tenor del proyecto que se adjunta. 

TEPIC, NAYARIT; OCTUBRE DE 2016. 

ATENTAMENTE 

DIP. ÁLVARO PEÑA AVALOS 



INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NAYARIT, EN MATERIA DE 
DISCIPLINA FINANCIERA Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN. 

ARTÍCULO ÚNICO.- SE REFORMAN los artículos 47, fracciones IX, XV, XIX, XXVI, 
XXVI-A, XXVI-B, XXXI, XXXVII; 58, 60, 81; 82; 92; se remueve el contenido del 
artículo 100 y pasa al artículo 99; 103; 104; 105; 114; 121; 121 Bis; 122; 123; 124; 
125; 127; 128; 133 y 134; SE MODIFICA la denominación del CAPITULO II, del 
TITULO QUINTO, para dividirse en dos secciones y quedar "CAPITULO II, 
SECCIÓN I, DEL MINISTERIO PÚBLICO"; asimismo la denominación del TÍTULO 
OCTAVO para quedar "DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS Y PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS 
GRAVES O HECHOS DE CORRUPCIÓN Y PATRIMONIAL DEL ESTADO"; SE 
ADICIONAN un párrafo a la fracción XXVI, y la fracción XL al artículo 47; la 
SECCIÓN II, para denominarse "DE LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN COMBATE 
A LA CORRUPCIÓN" en el artículo 100; así como dos párrafos al artículo 100; el 
párrafo tercero y cuarto al artículo 122; el segundo, cuarto, quinto, sexto y séptimo, 
párrafos, al artículo 134; SE DEROGA el segundo párrafo de la fracción XXXI del 
artículo 47; para quedar como sigue: 

CONSTITUCION POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NAYARIT 

ARTÍCULO 47.- Son atribuciones de la Legislatura: 

1. a la 

Designar a los Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, a los Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal de 
Justicia Administrativa, al Fiscal General y al Secretario de Seguridad Pública, con base 
en las propuestas que haga el Gobernador en los términos de esta Constitución y las leyes 
aplicables. 

a la XVIII.... 

Mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, 
autorizará los montos máximos para, en las mejores condiciones del mercado, el 
Estado y los Municipios, contraten empréstitos y obligaciones, previo análisis de su 
destino, capacidad de pago y en su caso, el otorgamiento de garantía o el 
establecimiento de la fuente de pago. 

a la XXV. 
XXVI. Fiscalizar las cuentas públicas de todos los caudales del estado y de los municipios 
con el objeto de evaluar los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado 



a los criterios señalados por los presupuestos y verificar el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas. Asimismo, fiscalizar las acciones del Estado y sus 
municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Así como, revisar 
y fiscalizar el otorgamiento de garantías por empréstitos. 

La fiscalización de las cuentas públicas la realizará el Congreso del Estado a través 
de la Auditoría Superior del Estado. 

XXVII. a la XXX. ... 
XXXI.- Seguir procedimiento de responsabilidad a los servidores públicos del Estado, 
empresas públicas descentralizadas o de los ayuntamientos en su caso, en los términos 
establecidos por esta Constitución y las leyes aplicables. 

(Se deroga). 

XXXII. a la XXXIX. ... 

ARTÍCULO 58.- El Gobernador no podrá hacer observaciones a las resoluciones que dicte 
la legislatura erigida en Gran Jurado, y a las que se refieren a la aplicación de la Ley de 
Responsabilidades de Servidores Públicos. Tampoco podrá hacerlas a las convocatorias 
para sesiones extraordinarias que expida el Congreso del Estado o la Diputación 
Permanente, así como a la legislación orgánica del Congreso ni a sus reglamentos y a la 
relacionada con el régimen interno de la Auditoría Superior del Estado, las que no serán 
vetadas, ni necesitarán de promulgación del Ejecutivo del Estado para tener vigencia. 

ARTÍCULO 60.- Durante los recesos de la Cámara, funcionará la Diputación Permanente 
con las facultades que le concede la fracción I del artículo 40 de esta Constitución y las 
siguientes: 

I. a la III. ... 

Nombrar provisionalmente y remover a los servidores públicos de la Cámara de 
Diputados y de la Auditoría Superior del Estado, en los términos que señalen las leyes y 
los reglamentos respectivos. 

a la VIII. ... 

ARTICULO 81.- ... 

Los Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia durarán en su encargo diez 
años, podrán ser ratificados por una sola vez y por el mismo período, salvo que por edad 



aplique la causa de retiro forzoso. Durante el desempeño de sus funciones sólo podrán ser 
removidos del cargo en los términos del Título Octavo de esta Constitución y las leyes 
aplicables. 

1. a la II.- ... 

ARTICULO 82.- El Poder Judicial, tendrá competencia en los siguientes asuntos: 
1.- a la 11.- 
111.- Resolver las controversias del orden civil, familiar, penal, de adolescentes del 
fuero común, y mercantil en jurisdicción concurrente; 

IV.- a la V.- 

ARTÍCULO 86.- El Tribunal Superior de Justicia cada tres años, designará uno de sus 
miembros como Presidente, podrá ser reelecto, por única ocasión, para el periodo siguiente. 
En ningún caso la temporalidad al frente de la Presidencia podrá exceder al periodo para el 
que fue designado como magistrado. 

ARTÍCULO 91.C..) 
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia fungirá a su vez como Presidente de la Sala 
Constitucional; el resto de sus integrantes deberán ser presidentes de Sala Colegiada. 

a) a la e)... 

II - 
a) a la d) 

III.- ... 



CAPITULO II 
SECCIÓN I 

DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 92.- 

ARTICULO 99.- Todas las autoridades del Estado, tienen el deber de facilitar las labores 
del Ministerio Público, de prestarle auxilio cuando lo necesite y el de proporcionarle todos 
los datos y elementos que pidiere en el desempeño de su cargo. 

Las facultades y obligaciones del Fiscal General y de los Agentes del Ministerio Público, 
serán las que se determinen en la ley de la materia. 

SECCIÓN II 
DE LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN COMBATE A LA CORRUPCIÓN 

ARTÍCULO 100.- La Fiscalía especializada en combate a la corrupción, será un 
Órgano autónomo, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía 
presupuestal, en términos de la ley reglamentaria. 

ARTÍCULO 103.- La jurisdicción administrativa en el Estado, se ejerce por conducto del 
Tribunal de Justicia Administrativa, órgano autónomo para dictar sus fallos y 
establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos 
contra sus resoluciones; siendo independiente de cualquier autoridad y dotado de 
patrimonio propio. Lo anterior, en los términos de la ley respectiva. 

El Tribunal de Justicia Administrativa gozará de autonomía presupuestal. El 
presupuesto que le sea asignado deberá ser suficiente para el cumplimiento de sus 
funciones y no podrá ser inferior al del año fiscal anterior, considerando las 
ampliaciones presupuestales y el índice inflacionario que establezca el Banco de 
México. 

El proyecto de presupuesto que remita el Tribunal de Justicia Administrativa al 
Gobernador, no podrá ser modificado por éste en la iniciativa que presente a la 
consideración del Congreso del Estado. 

El Tribunal de Justicia Administrativa tendrá a su cargo dirimir las controversias que 
se susciten entre la administración pública local y municipal y los particulares. 

Asimismo, será el órgano competente para imponer, en los términos que disponga la 
ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por 



responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos 
vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el 
pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 
perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de 
los entes públicos locales o municipales. 

ARTÍCULO 104.- El Tribunal de Justicia Administrativa se compondrá de tres 
magistrados numerarios y durarán en su encargo diez años, pudiendo ser ratificados 
por una sola vez y por el mismo periodo, previa evaluación en los términos que 
disponga la Ley de la materia. Sólo podrán ser privados de su cargo en los términos 
del Título Octavo de esta Constitución y las leyes aplicables. 

El Tribunal será presidido por el Magistrado que resulte electo por mayoría de votos 
de sus integrantes. 

La presidencia se ejercerá por tres años y podrá reelegirse. 

Se podrán nombrar hasta dos Magistrados Supernumerarios y durarán en su cargo 
diez años, los cuales podrán ser designados de entre las ternas que para Magistrados 
Numerarios envíe el Gobernador. 

Los Magistrados Numerarios serán suplidos en sus faltas por los Supernumerarios 
de acuerdo al orden de prelación previsto en el decreto de su designación y de 
conformidad a las formalidades que determine la ley. 

Si la falta fuere definitiva, entrará provisionalmente en funciones el Magistrado 
Supernumerario que corresponda, situación que se hará del conocimiento del 
Gobernador y del Congreso o Diputación Permanente para proceder a la designación 
de un Magistrado Numerario por el periodo restante, de conformidad a lo previsto por 
el artículo 105 de esta Constitución, sin exceder del término de sesenta días entre la 
ausencia y la designación. 

La terna que someta el Gobernador para la designación del Magistrado Numerario, 
podrá incluir a quienes tengan en ese momento el carácter de Magistrados 
Supernumerarios. 

ARTÍCULO 105- Para ser magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa, se 
requiere: 

Ser mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles; 

Tener cuando menos treinta años cumplidos al día de la designación; 

Ser licenciado en derecho, con al menos cuatro años de antigüedad al día de la 
designación; 



Tener por lo menos tres años de experiencia profesional, preferentemente, en 
materia administrativa o fiscal; 

Ser de notoria buena conducta y honorabilidad manifiesta y no haber sido 
condenado en sentencia ejecutoriada por delito intencional que amerite pena 
corporal de más de un año de prisión, pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, 
abuso de confianza o alguno otro que lastime seriamente la fama en el servicio 
público inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; 

VI.-Ser originario del Estado de Nayarit o haber residido en el mismo, durante los dos 
años anteriores al día de la designación; y 

No haber tenido el cargo de diputado local durante el año previo al día de la 
designación, ni haber sido Fiscal General, o haber pertenecido a las fuerzas armadas; 
y 

No ser ministro de algún culto religioso, a menos que se haya separado formal 
y definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años anteriores al día de la 
designación. 

Para la designación de Magistrados, el Gobernador someterá tres ternas a 
consideración del Congreso, quien previa comparecencia de las personas 
propuestas elegirá a los Magistrados que deban cubrir cada una de las vacantes. La 
elección se hará por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes en 
la sesión, dentro del improrrogable término de treinta días. Si el Congreso no 
resolviere dentro de ese plazo, ocuparán el cargo de Magistrados las personas que, 
dentro de dichas ternas, designe el Gobernador. 

Si la Legislatura rechaza alguna o la totalidad de las ternas propuestas, el Gobernador 
someterá a su consideración unas nuevas, en los términos del párrafo anterior. Si 
estas segundas tampoco son aceptadas, ocuparán el cargo las personas que dentro 
de esas ternas designe el Gobernador. 
ARTÍCULO 114.- Los Ayuntamientos remitirán al Congreso del Estado, para su revisión y 
fiscalización por medio de la Auditoria Superior del Estado, todas sus Cuentas Públicas 
en los términos que establece esta Constitución y la ley de la materia. 

Los Ayuntamientos establecerán sus propios órganos internos de control presupuestal y 
financiero, los cuales desarrollarán sus funciones de conformidad con lo que establezca la 
ley. 

ARTÍCULO 121.- La Auditoría Superior del Estado, órgano especializado en materia 
de fiscalización del Congreso del Estado, tendrá autonomía técnica y de gestión en el 
ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que disponga la ley. 

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, definitividad, 
imparcialidad y confiabilidad. 



La Auditoría Superior del Estado podrá iniciar el proceso de fiscalización a partir del 
primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones 
o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la información 
definitiva presentada en la Cuenta Pública. 

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos de planeación de las auditorías, la 
Auditoría Superior del Estado podrá solicitar información del ejercicio en curso, 
respecto de procesos concluidos. 

Apartado A. La Auditoría Superior del Estado tendrá a su cargo: 

Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías que, en 
su caso, otorgue el Gobierno Estatal respecto a empréstitos de los Municipios; el 
manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los poderes del estado, de los 
municipios, órganos autónomos, y demás entes públicos estatales y municipales, así como 
realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en 
los planes de desarrollo estatal y municipales, y en los programas gubernamentales que 
deriven de éstos, a través de los informes que se rendirán en los términos que disponga la 
ley; también fiscalizará en los términos que establezca la ley, en coordinación con la 
Auditoría Superior de la Federación, las participaciones federales. 

También fiscalizará los recursos estatales y municipales que se destinen y se ejerzan por 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a 
fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica, de 
conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la 
competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero. 
En el caso de los Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía del Estado, 
fiscalizará el destino y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan 
realizado los gobiernos municipales. 

En todo caso, si de las auditorías que realice aparecieran discrepancias entre las 
cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y 
las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o 
en los gastos realizados, se realizará el procedimiento respectivo para que se 
determinen las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión sobre 
el cumplimiento de los objetivos de los programas, la Auditoría Superior del Estado sólo 
podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, en los 
términos de la ley. 

La Auditoría Superior del Estado, podrá solicitar y fiscalizar, de manera casuística y 
concreta, información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que 
por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta 
Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el 
programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para 
su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el 
cumplimiento de los objetivos de los programas estatales o municipales. Las observaciones 



y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior del Estado emita, sólo 
podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión. 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine la ley, 
derivado de denuncias que acompañen elementos de prueba, convenios o solicitudes 
formuladas por los propios sujetos fiscalizables, la Auditoría Superior del Estado, previa 
autorización de su Titular, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a los sujetos 
fiscalizables, así como respecto de ejercicios anteriores. Los sujetos fiscalizados 
proporcionarán la información que se solicite para la revisión, en los plazos y 
términos señalados por la Ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables las 
sanciones previstas en la misma. La Auditoría Superior del Estado rendirá un informe 
específico al Congreso y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante 
el Tribunal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción o las autoridades competentes. 

II.- Entregar el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior 
de la Cuenta Pública, así como los informes individuales de auditoría, a más tardar el 
20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública. El Informe 
General Ejecutivo se someterá a la consideración del Pleno del Congreso. 

Los informes serán de carácter público y tendrán el contenido que determine la Ley; 
los informes individuales de auditoría incluirán como mínimo, el dictamen de su 
revisión, un apartado específico con las observaciones de la Auditoría Superior del 
Estado, así como las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, los sujetos fiscalizados 
hayan presentado sobre las mismas. 

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General Ejecutivo del 
Resultado de la Fiscalización Superior y de los informes individuales de auditoría, en 
los términos de ley, se darán a conocer a los sujetos fiscalizados la parte que les 
corresponda de los resultados de su revisión, a efecto de que éstos presenten las 
justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán ser valoradas por la 
Auditoría Superior del Estado para la elaboración de los informes individuales de 
auditoría. 

El titular de la Auditoría Superior del Estado enviará a los sujetos fiscalizados los 
informes individuales de auditoría que les corresponda, a más tardar a los diez días 
hábiles posteriores a que haya sido entregado al Congreso el informe individual de 
auditoría respectivo, mismos que contendrán las recomendaciones y acciones que 
correspondan. 

En el caso de las recomendaciones, los sujetos fiscalizados deberán precisar ante la 
Auditoría Superior del Estado las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en 
su caso, justificar su improcedencia. 

La Auditoría Superior del Estado deberá guardar reserva de sus actuaciones y 
observaciones hasta que presente los informes individuales de auditoría y el Informe 
General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior al Congreso del Estado, 



a que se refiere esta fracción; la ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan 
esta disposición. 

... 

Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean 
procedentes ante el Tribunal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a 
los servidores públicos estatales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I 
del apartado A, este artículo, a los servidores públicos de los municipios, y a los 
particulares. 

(Se deroga) 

Los sujetos fiscalizables facilitarán los auxilios que requiera la Auditoría Superior del 
Estado para el ejercicio de sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a 
las sanciones que establezca la ley. Asimismo, los servidores públicos locales, así como 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, 
o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos estatales o 
municipales, deberán proporcionar la información y documentación que solicite la 
Auditoría Superior del Estado, de conformidad con los procedimientos establecidos en 
las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los 
usuarios del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, los 
responsables serán sancionados en los términos que establezca la ley. 

El Poder Ejecutivo Estatal aplicará el procedimiento administrativo de ejecución para el 
cobro de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere la fracción IV del 
apartado A, del presente artículo. Los recursos recuperados deberán reintegrarse a la 
hacienda pública cuya afectación haya dado origen al crédito fiscal. 

Apartado B. En los términos que fije la ley, los sujetos fiscalizables presentarán su Cuenta 
Pública del ejercicio fiscal correspondiente a más tardar el 30 de abril del año siguiente; y 
trimestralmente, presentarán informes del avance de la gestión financiera de los programas 
a su cargo. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de las cuentas públicas y de los 
informes del avance de gestión financiera cuando medie solicitud del titular del sujeto 
fiscalizable suficientemente justificada ajuicio del Congreso o de la Diputación Permanente, 
debiendo comparecer en todo caso el titular de la dependencia correspondiente a informar 
de las razones que lo motiven; la prórroga no deberá exceder de 15 días naturales y, en tal 
supuesto, la Auditoría Superior del Estado contará con el mismo tiempo adicional para 
la presentación del Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública y los informes individuales correspondientes. 

El Congreso del Estado concluirá la fiscalización de las cuentas públicas a más tardar el 
día treinta de mayo del año siguiente al de su presentación, con base en el análisis de su 
contenido y en las conclusiones técnicas del Informe General Ejecutivo del Resultado de 
la Fiscalización Superior de la Auditoría Superior del Estado referido en esta 



Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas por la Auditoría Superior del Estado sigan su curso. 

TITULO OCTAVO 
CAPITULO UNICO 

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y PARTICULARES 
VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES O HECHOS DE  

CORRUPCIÓN, Y PATRIMONIAL DEL ESTADO  

ARTÍCULO 122.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título, se 
reputarán como servidores públicos, a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial, a los Consejeros de la Judicatura, a los funcionarios, 
empleados y en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en la administración pública del Estado, así como a los servidores 
públicos de los órganos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán 
responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 
respectivas funciones. 

Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo indebido de recursos 
públicos y la deuda pública. 

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a 
presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses 
ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley. 

ARTÍCULO 123.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que 
incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los términos de la Legislación 
Penal aplicable; 

Las Leyes determinarán casos y circunstancias en los que se deba sancionar penalmente 
por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su 
encargo o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona aumenten su patrimonio, 
adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no 
pudiesen justificar. Las Leyes penales sancionarán con el decomiso y con la privación de 
la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan. 



III 	Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e 
inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de 
acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el 
responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de 
dichos actos u omisiones. 

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría 
Superior del Estado y los órganos internos de control, o por sus homólogos en los 
municipios, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia 
Administrativa. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y 
resueltas por los órganos internos de control. 

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo 
previsto en el artículo 85 de esta Constitución y en las leyes aplicables, sin perjuicio 
de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización 
sobre el manejo, custodia y aplicación de recursos públicos. 

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de 
las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de 
control. 

Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que, en el ámbito de su competencia pudieran constituir 
responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son 
competencia del Tribunal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, 
manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales; así como presentar las 
denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución. 

IV. El Tribunal de Justicia Administrativa impondrá a los particulares que intervengan 
en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro 
tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar 
en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el 
resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los 
entes públicos locales o municipales. Las personas morales serán sancionadas en 
los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 
graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación 
de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión 
de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate 
de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los 
entes públicos locales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio 
económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de 
vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es 



utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en 
estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las 
leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las 
sanciones aplicables de dichos actos u omisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones 
anteriores se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola 
conducta sanciones de la misma naturaleza. 

(SE REMOVIÓ PÁRRAFO HACIA LA FRACCIÓN II EN ESTE ARTÍCULO). 

Cualquier ciudadano bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de 
elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de 
las conductas a las que se refiere el presente artículo. 

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la 
investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía 
de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, 
administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los 
procedimientos para que les sea entregada dicha información, conforme lo dispone la 
Constitución General de la República. 

La Auditoría Superior del Estado y la Secretaría del Ejecutivo Estatal responsable del 
control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción y del Tribunal de Justicia Administrativa, de conformidad 
con lo previsto en los artículos 7, fracción XV, párrafo segundo y 103 de esta 
Constitución, en relación con el 20, Apartado C, fracción VII de la Constitución 
General de la república. 

La responsabilidad del Estado y sus Municipios por los daños que, con motivo de su 
actividad administrativa irregular, causen en los bienes o derechos de los 
particulares, será objetiva y directa, en los términos que establezca la ley. Los 
particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes. 

ARTÍCULO 127.- El Sistema Local Anticorrupción es la instancia de coordinación 
entre las autoridades estatales y municipales, en la prevención, detección y sanción 
de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la 
fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se 
sujetará a las siguientes bases mínimas: 

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los 
titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Combate 
a la Corrupción del Estado; de la Secretaría del Poder Ejecutivo responsable del 
control interno; por el presidente del Tribunal de Justicia Administrativa; el 
presidente del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 



Estado de Nayarit; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro 
del Comité de Participación Ciudadana del Estado; 

El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco 
ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la 
rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos 
que establezca la Ley, y 

Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que 
determine la Ley: 

El establecimiento de mecanismos de coordinación con los entes públicos 
estatales y municipales; 

El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control 
de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan; 

La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización 
y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones 
competentes de los órdenes de gobierno; 

El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las 
autoridades estatales y municipales en materia de fiscalización y control de los 
recursos públicos; 

La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del 
ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. 

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las 
autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento 
institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así 
como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades 
destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que 
brinden a las mismas. 

ARTÍCULO 128.- El procedimiento de juicio político solo podrá iniciarse durante el período 
en que el servidor público desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las sanciones 
correspondientes se aplicarán en un período no mayor de un año a partir de iniciado el 
procedimiento. 

La Ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa, tomando en 
cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la 
fracción III del artículo 123 de esta Constitución; cuando dichos actos u omisiones fuesen 
graves, los plazos de prescripción no serán inferiores a siete años. 

ARTÍCULO 133.- 



El Estado y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos sino 
cuando se destinen a inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o 
reestructura, mismas que deberán realizarse bajo las mejores condiciones del 
mercado, inclusive los que contraigan organismos descentralizados, empresas 
públicas y fideicomisos y, en el caso del Estado, adicionalmente para otorgar 
garantías respecto al endeudamiento de los Municipios. Lo anterior, conforme a las 
bases que establezca la legislatura en la ley correspondiente, en el marco de lo 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por los 
conceptos y hasta por los montos que la misma apruebe. El Poder Ejecutivo 
informará de su ejercicio al rendir la cuenta pública. En ningún caso podrán destinar 
empréstitos para cubrir gasto corriente. 

Sin perjuicio de lo anterior y de lo previsto en la fracción XIX, del artículo 47 de esta 
Constitución, el Estado y los Municipios podrán contratar obligaciones para cubrir 
sus necesidades de corto plazo, sin rebasar los límites máximos y condiciones que 
establezca la ley general que expida el Congreso de la Unión. Las obligaciones a 
corto plazo, deberán liquidarse a más tardar tres meses antes del término del periodo 
de gobierno correspondiente y no podrán contratarse nuevas obligaciones durante 
esos últimos tres meses. 

ARTÍCULO 134 - . 
El Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero 
para coadyuvar a generar condiciones favorables para el crecimiento económico y el 
empleo. El Plan Estatal de Desarrollo, así como los planes municipales deberán 
observar dicho principio. 

I.- a la V - 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado, sin perjuicio de lo previsto en 
los transitorios siguientes. 

Segundo. El Congreso del Estado, deberá aprobar las leyes y realizar las 
adecuaciones normativas correspondientes, en materia de combate a la corrupción, 
dentro del plazo de un año siguiente a la entrada en vigor del Decreto por el que se 
publican las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio del Decreto por 



el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de mayo del año dos mil 
quince. 

Tercero. En un plazo de hasta sesenta días, contados a partir de la entrada en vigor 
del presente decreto, el Congreso deberá aprobar las reformas a la Ley de Justicia 
y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit. 

Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto se 
hacen, en relación al Tribunal de Justicia Administrativa, entrarán en vigor en la 
fecha en que lo dispongan las reformas a la Ley ordinaria señalada y las leyes 
generales a que se refiere el Segundo Transitorio del Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de mayo del año dos mil quince. 
Lo anterior, sin perjuicio de que previamente el Congreso del Estado realice el 
proceso de designación de Magistrados, a partir del envío de propuestas de ternas 
que remita el Titular del Poder Ejecutivo. 

Cuarto. Para la designación de los Magistrados del Tribunal de Justicia 
Administrativa, el Gobernador presentará ternas al Congreso, dentro de los 30 días 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

El Tribunal de Justicia Administrativa, iniciará sus funciones el dos de enero de dos 
mil diecisiete. 

Quinto. La ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 127 de la Constitución 
Política del Estado, reformado por virtud del presente Decreto, se entenderá referida 
al último párrafo del artículo 123 de la Carta Magna citada. 

Sexto. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto 
se hacen en materia de fiscalización y control de recursos públicos, relacionadas 
con el combate a la corrupción, entrarán en vigor en la fecha que así lo dispongan 
las Leyes ordinarias. 

Séptimo. Los requisitos para ser titular de la Fiscalía Especializada en Combate a 
la Corrupción, el procedimiento de designación, duración, funciones, competencia y 
su organización, serán determinados por la ley reglamentaria que menciona el 
artículo 100 de la Constitución. 

Las reformas que por virtud de la creación de la Fiscalía referida se realicen, 
entrarán en vigor en la misma fecha en que lo haga la normativa ordinaria, de 



conformidad con las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la 
corrupción, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de mayo del 
año dos mil quince. 

Octavo. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto 
se hacen a los artículos 122, párrafo cuarto; 123; 127 y 128; entrarán en vigor en 
la fecha en que lo hagan las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio 
del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a 
la corrupción, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de mayo 
del año dos mil quince. 

Noveno. El Congreso del Estado, dentro del plazo de ciento ochenta días naturales 
siguientes a la entrada en vigor de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios, deberá realizar las reformas que sean necesarias para 
armonizar el marco jurídico local con el Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de disciplina financiera de las entidades federativas y los municipios, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintiséis de mayo de dos mil 
quince, con la Ley citada y con la presente enmienda constitucional. 

Décimo. El Estado y los Municipios se ajustarán a lo que establecen las 
disposiciones del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
disciplina financiera de las entidades federativas y los municipios, y a las leyes a 
que se refiere el Artículo Transitorio Segundo del mismo, a partir de la fecha de su 
entrada en vigor y respetarán las obligaciones que, con anterioridad a dicha fecha, 
hayan sido adquiridas con terceros en los términos de las disposiciones aplicables. 

Asimismo, se atenderá lo que señale la Ley reglamentaria en materia de 
responsabilidad hacendaria aplicable a las Entidades Federativas y los Municipios 
que deberá expedirse en términos de la fracción XXIX-W del artículo 73 de la 
Constitución General de la República. 

Décimo Primero. Se deberá atender lo que señala la ley reglamentaria del Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, respecto a la transitoriedad conforme a la 
cuál entrarán en vigor las restricciones establecidas para la contratación de 
obligaciones de corto plazo, a que se refiere el artículo 117, fracción VIII, último 
párrafo de la Constitución General de la República. 



Décimo Segundo. El Estado y los Municipios se ajustarán a la ley reglamentaria a 
que se refiere el artículo 73, fracción VIII, inciso 3o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la que establecerá las modalidades y condiciones 
de deuda pública que deberán contratarse mediante licitación pública, así como los 
mecanismos que se determinen necesarios para efectos de asegurar condiciones 
de mercado o mejores que éstas y el fortalecimiento de la transparencia en los 
casos en que no se establezca como obligatorio. 

Décimo Tercero. La reforma al artículo 91 de la Constitución del Estado, entrará en 
vigor en la fecha en que el Senado de la República determine la integración e inicio 
de funciones del Tribunal Estatal Electoral. 

Décimo Cuarto. El periodo de duración de tres años en el cargo como Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia será aplicable hasta el siguiente proceso de 
elección a verificarse en septiembre del año 2018. 

Décimo Quinto. El Congreso del Estado en un plazo que no exceda los treinta días 
naturales contados a partir del día siguiente de la publicación del presente decreto, 
deberá realizar las adecuaciones necesarias a la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
a fin de armonizarla con la reforma relativa a la nueva integración de la Sala 
Constitucional, misma que pondrá en vigor en la fecha en que el Senado de la 
República determine la integración e inicio de funciones del Tribunal Estatal 
Electoral. 

Décimo Sexto. En alcance a la reforma al artículo 91 de esta Constitución, el 
Tribunal Superior de Justicia, al día siguiente del inicio de funciones del Tribunal 
Estatal Electoral, deberá formalizar la nueva integración de la Sala Constitucional, 
y proceder con la adscripción de los Magistrados que conformarán una cuarta sala 
colegiada, y una cuarta sala unitaria, mismas que atenderán la competencia que les 
sea asignada mediante el acuerdo general que emita el propio tribunal. 

Décimo Séptimo. Para los efectos previstos por el artículo 131 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, remítase el presente Decreto a los 
Ayuntamientos de la Entidad. 

Décimo Octavo. Una vez realizado el procedimiento Constitucional referido en el 
artículo anterior, notifíquese al Gobernador del Estado, a efecto de que realice lo 
estipulado en el Artículo Transitorio Cuarto. 
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